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La presente investigación tuvo como objetivo general determinar la 
afectación del principio de presunción de inocencia en la prisión 
preventiva 2019; en donde el tipo de investigación que se ha tomado 
resulta a parte de un corte cualitativo; siendo el diseño no experimental 
– descriptivo, pues la naturaleza de la investigación así lo requiere; 
asimismo, se tuvo a bien obtener resultados a partir de la opinión de 
expertos en Derecho esencialmente en las especialidades en Derecho 
Penal y Procesal Penal, obteniéndose como conclusiones: no se afecta 
el principio de presunción de inocencia en la prisión preventiva 2019, es 
importante el principio de presunción de inocencia como garantía del 
proceso penal, puesto que garantiza la validez de un proceso justo y 
transparente, la naturaleza jurídica de la prisión preventiva es una 
medida idónea ante la peligrosidad procesal, ya que busca garantizar el 
desarrollo procesal válido y los fundamentos que distinguen la prisión 
preventiva y su afectación al principio de presunción de inocencia, son 
diferentes, es que el primero de ellos busca la garantía del proceso 
mientras que el segundo la defensa de los derechos fundamentales; para 
lo cual se recomienda fomentar el ejercicio de investigación relacionados 
al principio de presunción de inocencia y de prisión preventiva, para 
determinar de manera categórica la comprensión de estas figuras 
jurídicas y así evitar ambigüedad en los operadores del derecho al 
momento de impartir justicia. 






The present investigation had as general objective to determine the 
affectation of the principle of presumption of innocence in preventive 
detention 2019; where the type of investigation that has been taken results 
from a qualitative cut; the design being non-experimental - descriptive, since 
the nature of the research so requires; Likewise, it was good to obtain results 
from the opinion of experts in Law, essentially in the specialties in Criminal 
Law and Criminal Procedure, obtaining as conclusions: the principle of 
presumption of innocence in preventive detention 2019 is not affected, it is 
important to principle of presumption of innocence as a guarantee of the 
criminal process, since it guarantees the validity of a fair and transparent 
procedure, the legal nature of preventive detention an ideal measure in the 
face of procedural danger, since it seeks to guarantee the valid procedural 
development and the grounds that they distinguish preventive detention and 
its affectation to the principle of presumption of innocence, they are different, 
is that the first one seeks the guarantee of the process while the second the 
defense of fundamental rights; for which it is recommended to promote the 
investigation exercise related to the principle of presumption of innocence 
and preventive detention, to categorically determine the understanding of 
these legal figures and thus avoid ambiguity in the operators of the law at the 
time of delivering justice. 
 








La aproximación temática que compete a la presente investigación, se 
encuentra referida bajo dos ejes temáticos, y como es que estos 
repercuten en aspectos jurídico – sociales. 
Siendo así, respecto de la presunción de inocencia esta se encuentra 
desarrollada según los fundamentos del Derecho Constitucional, allí 
se establecen las bases de su naturaleza, en donde buscan garantizar 
un desarrollo procesal justo y eficaz, a partir de que no se adelante un 
juicio previo poniendo al presunto culpable en una situación donde se 
menoscabe sus derechos fundamentales. 
Este derecho, ha sido producto de muchos años de evolución jurídica, 
ya que en los inicios, se podía apreciar procesos de un corte 
inquisitivo, en donde la persona investigada, no tenía los derechos 
que le garanticen un desarrollo procesal justo, con ello, casi nunca se 
aseguraba llegar a un resultado razonable; estos procesos 
inquisitivos, han traído grandes pérdidas para los procesados, pues 
muchos inocentes, perdieron mucho, tanto materialmente como en 
algunas casos hasta la vida. 
Hoy, se ha visto en algunas oportunidades, que muchos casos 
juzgados, ya hace tiempo, hoy por fin, se evidencia, que tales 
resultados nunca fueron justos, y en su momento, se alcanzaron 
pérdidas irreparables, mediante la comisión de muchas injusticias. 
Respecto de nuestra otra categoría, se tiene a la prisión preventiva, 
está hoy ha sido muy criticada, estudiada y analizada por muchos 
especialistas, en los que algunos confluyen en opiniones, pero otro 
sector se encuentra muy distante. 
Tal como relatan los medios de comunicación, aquellos casos que 
refieren cierto grado de conmoción social son vistos desde la óptica 
de la prisión preventiva; quizá se ha relacionado mucho a la prisión 
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preventiva con la populización de algunos casos emblemáticos, 
generando de esta manera un clima de sobre – criminalización 
conductual del Derecho Penal, en donde muchos expertos han 
opinado, que esta es (o mejor dicho, debe de ser) la excepción y no 























II. MARCO TEÓRICO 
Se cuenta con el trabajo de investigación de Barrera (2013), titulada: 
“La Presunción de Inocencia en la Carga de la Prueba”, de la 
Universidad del Azuay de Ecuador, la cual concluye que: la 
Constitución Política de Ecuador, destaca a las garantías procesales 
dentro de su sistema normativo, y aquel es el fundamento del principio 
de inocencia, ello demostrándose mediante la recolección 
bibliográfica, la cual conoce la importancia de este principio sobre el 
resto, debido a que todo ser humano es y debe ser inocente hasta que 
no se demuestre lo contrario. 
El trabajo de Cruzado (2017), titulado “El Principio de Oportunidad y 
el Principio de Presunción de Inocencia”, el cual concluye que el 
principio de presunción de inocencia es de una naturaleza 
constitucional y que este beneficia al imputado durante el desarrollo 
de proceso, materializándose en una sentencia condenatoria o 
absolutoria en el proceso penal. 
De acuerdo a Claria J. (1960) la presunción de inocencia es un 
derecho fundamental de toda persona ante todo proceso penal 
común, llevado dentro de un Estado Democrático con garantías 
procesales como el debido proceso o la tutela jurisdiccional efectiva; 
por ello, toda persona imputada es considerada inocente hasta que 
no se demuestre lo contrario mediante una sentencia firme. Así, 
refiere Catacora M. (1994) que el precitado principio es base para un 
debido proceso con garantías máximas para el imputado, siendo un 
pilar para nuestro sistema procesal penal acusatorio. Este 
fundamento es considerado desde la óptica de que todas las personas 
o ciudadanos son personas buenos, siendo que para mancillar su 
honor se tiene que demostrar en juicio lo contrario a su buen actuar, 
por lo tanto si no existen pruebas o fallo en contra no puede 
presumirse o afirmarse lo contrario a su inocencia, tal como lo 
menciona nuestra Constitución Política del Estado, considerando a 
toda persona inocente hasta que no se haya declarado culpable 
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mediante un fallo judicial que acredite su responsabilidad, siendo esta 
una norma de carácter constitucional y la máxima expresión de las 
garantías procesales, y en forma contraria el artículo 77° del Código 
de Procedimientos Penales establece la apertura de instrucción; 
estableciendo que los administradores de justicia individualicen al 
presunto autor, dando a entender consecuentemente que al inculpado 
se le presuma responsable desde un inicio de la denuncia, por lo que 
se debe tomar en cuenta la Resolución del 10 de diciembre del 1978 
de la Asamblea General; aprobada en el Perú siendo Presidente 
Manuel prado, para entender la locución “considerada inocente”; por 
ello el Estado mediante una buena interpretación normativa, 
estableciendo siempre la pirámide de Kelsen para determinar la 
situación jurídica del procesado en virtud a un debido proceso. 
El trabajo de Navarro (2015), titulado: “La Transgresión del Derecho 
de Presunción de Inocencia por el Ministerio Público de Trujillo”, por 
la Universidad Nacional de Trujillo, concluye que: el fiscal penal 
respecto del nivel de transgresión al derecho de presunción de la 
inocencia es muy significativo respecto de la aplicación de la 
presunción de culpabilidad en el Nuevo Código. 
Se sabe que todas las resoluciones judiciales, deciden el destino 
procesal de los sujetos procesales, además que, las resoluciones que 
contemplan o no la prisión preventiva, tienden en concreto estar 
debidamente motivados, es decir, no solo se basa en un juicio técnico 
donde se busca adecuar la norma a las circunstancias, sino buscar 
sentido a las circunstancias por las que derechos tan elementales 
como la libertad, sean respetados en pro de la justicia, y para esto se 
debe considerar no solo los elementos y presupuestos establecidos 
en el art. 268 del CPP, plasmado de forma universal para los modelos 
procesales en general desde la promulgación del D. Leg. N.°1206; y 
además los establecidos en el art. 274 de la norma adjetiva, con la 
intención de que se pueda ver si es que los que rigen el apartado 
jurisdiccional cumplen con motivar correctamente las razones para 
5 
 
solicitar dicha medida (prisión preventiva); además de solucionar el 
acogimiento o no de la extensión de la medida cautelar.  
Sumado a esto, debe entenderse de manera inicial que, cuando 
hablamos de prisión preventiva, entendemos que es la figura procesal 
por la cual, evita que el presunto autor de determinado delito pueda 
evadir la justicia; por lo cual dicha medida coercitiva es lograr el éxito 
anticipado de una posible condena. De esta forma, se busca que el 
investigado no utilice otros mecanismos, por ejemplo, salir del país, 
cambiarse de nombre o utilizar otra identidad para desprenderse de 
su responsabilidad penal. Se refiere en resumen a una medida 
cautelar, aquella que cumple una función importante que es el 
resguardo de la labor jurisdiccional. Ante esto, la doctrina es muy clara 
y la define como una “medida de coerción personal de un grado 
superior, que busca la privación de la libertad del imputado mientras 
que dure el proceso o se cumpla el tiempo establecido.  
Cuando hablamos de prisión preventiva esta no solo se configura 
como una “pena anticipada”, pero tampoco implica una prolongación 
de la misma, aquella donde también existen presupuestos que se 
deben cumplir y que muchas veces actualmente en la práctica no se 
cumple; tal es así que diríamos que los miembros del Ministerio 
Público en ocasiones piden una prolongación de esta medida cautelar 
para no resolver de manera breve la causa, evitando así que las 
personas procesadas obtengan una medida coercitiva diferente, 
desalentando en algunos a careciendo de fundamentos en oros casos 
sus posiciones, ocasionando que muchos jueces decidan ampliar o 
revocar la medida coercitiva.  
Se define a la prisión preventiva cuando hablamos de prisión 
preventiva, nos referimos al aseguramiento de la presencia del 
procesado con el objetivo que se lleve a cabo un debido proceso, 
teniendo en cuenta que la doctrina es mucho más extensa y va más 
allá de lo manifestado en el art. 268 CPP, argumentado que esta 
medida tiene como prioridad asegurar que se lleve un proceso penal 
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idóneo, razonable y la correcta aplicación de la ley. Para ello, la 
jurisprudencia nacional dice que este mecanismo cumple dos 
funciones importantes: a) Tener la plena seguridad de la presencia del 
imputado en la litis b) Que exista un debido proceso, pues 
cumpliéndose el primero, se asegura que el imputado pueda ser 
inocente o no.  
El objetivo de la prisión preventiva busca en principio el desarrollo 
exitoso del proceso penal, teniendo como objeto el dar certeza de la 
presencia del investigado, así como la aplicación de la sanción como 
resolución del conflicto penal y saber si es factible la pretensión 
punitiva; pues en ningún caso tendrá, la finalidad de garantizar la 
ejecución de una futura condena. Es por eso que, la prisión preventiva 
no debe perseguir objetivos del Derecho penal material, tampoco 
puede asumir funciones preventivas que están reservadas a la pena, 
sino que su fin es el carácter procesal.  
En efecto, la prisión preventiva no busca garantizar la ejecución de la 
futura condena. Por error durante mucho tiempo ha sido interpretado 
así, considerando equivocadamente que la prisión preventiva es una 
forma de castigo y que la persona imputada era de inmediato 
responsable del delito, generando así un atentando claro a la 
presunción de inocencia.  Además, habría que considerar la presión 
de la prensa, de la sociedad, incluso la presión política, ocasionando 
que esta sea una medida cautelar desnaturalizada. 
Debemos recordar que, la prisión preventiva no debe ser la regla, su 
aplicación como una medida cautelar en aras de asegurar el uso 
adecuado de las investigaciones y su ejecución ante una eventual 
sentencia condenatoria, debe ser la última alternativa con la que debe 
optar un juez para asegurar el éxito de un proceso penal. Con ello 
diremos que, únicamente se acudirá a la prisión preventiva como un 
último recurso para salvaguardar un adecuado proceso penal. 
Además, su dictado reconoce que el juez ha evaluado claramente la 
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posibilidad de dictar una medida menos restrictiva a lo que se refiere 
libertad de la persona.  
Según se aprecia en el art. 268 del CPP, los presupuestos que 
permiten que la autoridad jurisdiccional tome una buena decisión son 
los que guardan relación a los fundados y graves elementos de 
convicción, además la existencia de posible pena superior a cuatro 
años de pena privativa de libertad, y esto en razón a que la persona 
procesada no concurra al proceso o que tenga la intención de 
perturbarla configurando así un peligro procesal. Por ello a 
continuación daremos detalle de estos elementos que se relacionan 
con el tema normativo, deban concatenarse para plasmarse esta 
medida de prisión preventiva, pero que además en gran medida deban 
comprender la naturaleza de los institutos para su comprensión como 
una medida cautelar propiamente dicha. i) Prognosis de Pena. - En 
este apartado nos referimos a la figura en la que la doctrina procesal 
la cuantifica para que esta pueda darse ante una posible sentencia 
condenatoria. El mencionado presupuesto está contemplado en el art. 
268 del CPP, donde se establece que, para la ejecución del mismo, la 
pena tenga que ser mayor a cuatro años de pena privativa de la 
libertad, y frente a esto, la magistratura ha sido clara señalando que 
tiene que existir un criterio válido según la gravedad de la pena, esto 
en razón de que a futuro se pueda evaluar la conducta de la persona 
imputada. ii) Indicios razonables sobre comisión de un delito.- Sobre 
este elemento se debe considerar la carga probatoria, además de los 
indicios que se encuentran regulados en la norma procesal penal; algo 
que como se conoce han caminado de manera separada 
conceptualmente hablando, en la doctrina y en la casuística nacional, 
pero que es importante señalar que este punto aún no se ha visto 
reflejado, y esto en razón a que el sistema inquisitivo subsiste en 
nuestro país donde como sabemos tenemos un sistema de justicia 
paupérrimo. iii) Peligro procesal. -Nos encontramos frente a uno de 
los puntos importantes donde la prisión preventiva tiene mayor énfasis 
y esto debido que, cuando nos referimos al término “peligro” de 
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inmediato estaremos entendiendo que el sujeto estaría generando un 
riesgo que el juzgador no puede dejar que suceda. Ante esto, la 
jurisprudencia nacional indica que se trata de un mayor elemento 
donde la prisión preventiva se configura (STC N.°1397-2009-
PHC/TC,f. j. n.° 9), y donde se entiende existiría dos institutos: a) 
Peligro de fuga: Aquí estamos frente a un riesgo potencial donde la 
persona procesada no comparece ante la justicia e razón a los 
elementos probatorios tales como sus antecedentes, situación 
económica, gravedad del delito, así como sus conductas anteriores y 
posteriores al delito que se le está imputando, por lo que la dogmática 
penal nacional busca: Que la persona imputada, ni bien recupere su 
libertad, lo primero que optará será huir de la justicia, llegando incluso 
a permanecer en la clandestinidad, imposibilitando y perturbando los 
actos materia del proceso penal que se le sigue. El pilar más 
importante del peligro de fuga se configura antes o durante el proceso 
penal, por lo que es importante demostrar que la persona procesada 
haya estado in situ de la posible acción criminal, permitiendo al juez 
un mayor entendimiento entre los hechos denunciados y sobre la 
persona a quien recae la acusación, por ello es importante se 
concomiten para lograr su aseguramiento y lograr los siguientes 
elementos; b) Arraigo: Entendida como la existencia de elementos 
materiales que pueden aclarar la comparecencia o no de la persona 
imputada, pues lo que se busca es demostrar la posibilidad de que el 
sujeto en investigación pueda ser ubicado rápidamente y se pueda 
llevar un proceso adecuado. - La gravedad de la pena: Aquí debemos 
señalar que esta guarda relación con la prognosis de pena establecida 
en el art. 268.b de CPP. - Importancia del daño resarcible: Aquí se 
evalúa el impacto del delito donde lo involucran al imputado, además 
del valor del bien jurídico dañado, pues también se debe considerar 
su posible resarcimiento. - Comportamiento del imputado: Está 
claramente ligado a su conducta personal y procesal y que esta se da 
en todo el proceso a lo largo de las investigaciones. La pertenencia 
del imputado a una organización criminal: Aquí el delito se configura 
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cuando la persona investigada ha integrado una organización 
delictiva, cometiendo así delitos sancionados por el CPP. c) 
Entorpecimiento de actividad probatoria. - Como se ha podido 
demostrar en varios casos, el procesado busca entorpecer la actividad 
probatoria, para ello se ha valido de agentes intervinientes o de gran 
influencia dentro del aparato jurisdiccional, logrando desbaratar 
medios probatorios que lo comprometen y en casos extremos ha 
pretendido desaparecerlos con la intención de no pagar por sus 
delitos. Ante esto, el art. 270 del CPP, busca advertir a la persona 
procesada que no debe realizar determinadas conductas tales como: 
interrumpir, destruir, suprimir, ocultar o falsificar elemento que los de 
prueba que lo incriminen a él y a otros coprocesados.  
Para Reátegui (2008) los principios más relevantes que fundamenta a 
la prisión preventiva son: 
En cuanto al principio de motivación, este obliga al juez de 
investigación preparatoria a que cuando imponga este medida 
coercitiva de prisión preventiva, debe motivar dicha decisión en hecho 
y derecho, tal como lo establece el artículo 2.24.f de nuestra 
Constitución Política, aduciendo que una persona puede ser privada 
de su libertad siempre y cuando el mandato este escrito y motivado 
por un juez; puesto que dicha decisión de privar de la libertad a una 
persona se da  en el auto de apertura de instrucción, dando inicio a la 
instrucción formal, donde se debe de manera formal describir y definir 
la situación de investigado. El plasmar la motivación de manera escrita 
donde se dicte orden de prisión provisional o preventiva es un 
requisito que está dispuesto de manera constitucional en el artículo 
139 inciso 5 de nuestra norma fundamental. Por lo que, las fallos 
judiciales, en virtud a esta disposición normativa, siempre serán 
escritas y motivadas, y sobre ese fundamento el acusado tiene la 
oportunidad de conocer el porqué de las medidas tomadas en su 
contra, para poder ejercer el derecho a la defensa y se lleve un debido 
proceso como garantía constitucional.  
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Efectivamente, habrá que tener en cuenta que el deber de motivar un 
auto apertorio de instrucción muestra una singularidad diferente a por 
ejemplo la formalización de denuncia realizada por el Ministerio 
Publico, ya que esta es un requerimiento hacia el Poder Judicial sobre 
la materia que viene investigando. Su función es más bien articular la 
persecución penal con prescindencia -en su inicio- de un pedido sobre 
las medidas coercitivas -personales o reales-, que como bien 
sabemos el mismo Tribunal Constitucional ha precisado que la 
motivación debe ser más estricta y rigurosa. Así, el Tribunal 
Constitucional, específicamente en el Exp. N° 1091-2002-HC/TC, en 
el caso Vicente Ignacio Silva Checa, ha dicho que: Que, tratándose 
de la aplicación de una medida cautelar que priva de la libertad 
deteniendo judicialmente de manera preventiva a un imputado, 
exigencia de la motivación es más estricta, ya que de esa manera se 
demostraría que no existen vulneraciones a un debido, dando 
oportunidad a demostrar que está actuando de manera excepcional, 
subsidiaria, razonable  y proporcional en cuanto a la aplicación de la 
detención judicial preventiva.  
La motivación debe sujetarse a las dos partes que están sujetos todo 
auto de apertura del proceso penal. Así, al grado que tiene que ver 
con la con la individualización y reconocimiento pleno del investigado 
y/o acusado que haya tenido participación en un delito que merezca 
o se ajuste al fundamento de una prisión preventiva. De este otro 
punto de vista, nos referimos a que muy distinto es fundamentar la 
imputación penal mediante el delito cometido a otra que es la 
aplicación de una medida privativa de libertad, que afecta la libertad 
persona y ambulatoria de la persona, teniendo por mandato de 
nuestro Tribunal Constitucional que su motivación sea muy estricta.  
En cuanto al principio de legalidad desde la óptica de la medida de 
prisión preventiva, tal como apunta Odone Sanguiné, en nuestra 
realidad el mencionado principio debe apuntar también a la parte 
adjetiva de nuestro derecho penal, pudiendo denominarlo, tal como 
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en la legislación francesa “principio de legalidad de la represión o de 
la persecución penal” tal como se da cuando se limitan los poderes 
públicos para acudir a las medidas de coacción, por ello, la prisión 
preventiva, como medida cautelar privativa de la libertad debe ser una 
medida sometida al principio de legalidad; ante ello, aplicar el principio 
de legalidad procesal que requiere la prisión preventiva se encuentra 
prevista en nuestro ordenamiento jurídico procesal y además debe ser 
adoptada siempre y cuando se cumplan los requisitos o presupuestos 
establecidos en nuestro Código Procesal Penal (SSTC Exp. Ns° 
127/1984, 140/1986, 34/1987, 241/1994 y 305/2000) “(…) conforme 
al principio de tipicidad de las restricciones de la libertad, estas no 
podrán ser diversas de las previstas en la ley y aplicadas 
exclusivamente a los casos en ella previstos (…)”   
En cuanto al principio de excepcionalidad desde la óptica jurídica de 
la aplicación de la medida de prisión preventiva, vale recordar que 
dicha medida de coerción, por ser de naturaleza procesal, no pueden 
tener semejancia a una pena, o los fines del mismo, teniendo esta 
medida coercitiva justificación cuando la libertad del investigado y/o 
acusado peligre de manera cierta que evadirá a la justicia u obstruirá 
la investigación por parte del órgano acusado. Por lo tanto, teniendo 
en cuenta estos parámetros, podemos aducir que la privación de la 
libertad mediante esta medida solo será legitimo si esta la última 
ration; ante ello, si dentro de las facultades de los administradores de 
justicia existe la posibilidad de aplicar una medida menos lesiva para 
asegurar el éxito del proceso penal, este será legitima, por lo que 
resulta imposible justificar una prisión preventiva solo con la 
tipificación del delito atribuido y la gravedad de su pena pues sería 
una postura arbitraria. En nuestro ordenamiento jurídico, las medidas 
de coerción, por ser de naturaleza procesal no pueden tener la 
finalidad de una pena motivada en sentencia, y solo se justificarán 
cuando peligre el proceso penal, pudiendo afirmar que un 
encarcelamiento preventivo solo será legítimo si es tomado como la 
última razón del derecho.   
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En cuanto al principio de proporcionalidad desde la perspectiva de la 
prisión preventiva, no solo requiere que dicha privación persiga 
cautelar los intereses del proceso penal, sino que se ajuste y sea 
necesaria para garantizar los que la ley ha fijado dentro de los 
parámetros de las garantías procesales que la norma fundamental 
establece, a través de un medio idóneo, por lo tanto las razones de 
hecho de la detención, debe ser adoptada tomando en cuenta varios 
parámetros, siendo arbitrario privar la libertad de una persona, con tal 
solo el análisis del delito cometido o imputado; a criterio de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, si no se toma en 
cuento lo acotado, implicaría que la referida medida cautelar de prisión 
preventiva sería un castigo anticipado, desnaturalizando y vulnerando 
el principio a la presunción de inocencia; por ello el principio de 
proporcionalidad articula dos motivos para dar legitimidad para la 
adaptación de esta medida: a) delito grave y b) peligrosidad procesal; 
siendo que el primer motivo supone como se entiende la restricción 
del derecho macro de la libertad por haber cometido un delito grave 
que la pena sea mayor a los cuatro años si se llegaría a demostrar la 
responsabilidad del imputado, mientras que el segundo motivo está 
dirigido al peligro que buscar evitar dicha medida, como la ejecución 
del fallo y en menor medida el desarrollo del proceso penal.  
Conforme a Castillo (2018), cuya investigación se titula: 
“proporcionalidad de la prisión preventiva”, de la Universidad Federico 
Villarreal, la que concluye que la mayoría de jueces en la ciudad de 
Lima, cuando dictan de cierta forma la prisión preventiva, proceden a 
argumentar la proporcionalidad aunque no lo hizo el representante del 
Ministerio Público en su momento, es allí donde se da a conocer el 
desconocimiento de todos aquellos principio que es válido tener en 
cuanta en el desarrollo de la audiencia propia del sistema acusatorio 
como característica del proceso penal. 
Teniendo en cuenta a FERRAJOLI (2001) quien señala en la página 
551la vigencia de una prisión provisional de un imputado y/o acusado 
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a espera de la audiencia de juzgamiento en el Derecho penal 
Romano, citando como referencia la frase “carcer ad continendos 
homines, non ad puniendos haberi debet” de Ulpiano; aduciendo que 
posteriormente en la Constitución de Justiniano del año 529 se tipifico 
la posibilidad que el imputado obtenga su libertad mediante fianza, 
teniendo un plazo fijado por ley de seis (6) meses, empero en casos 
donde existan graves y fundados elementos de convicción de 
culpabilidad. Y, después de introducirse distintas alternativas fue 
prohibida definitivamente. 
En la Edad Media, con el progreso procesal inquisitivo, la denominada 
prisión provisional se transformó en un requisito común de la 
instrucción, fundada notoriamente en la disponibilidad de la presencia 
física del imputado como forma de obtener la confesión; por ello 
FERROJOLI 2001 en la página 551 refiere que en esa época se 
edificaron cárceles subterráneas, que servían para custodiar a las 
personas con litispendencia, estando primero en castillos feudales y 
en la época de la Ilustración, la denominada prisión provisional fue 
cuestionada por motivos del redescubrimiento del proceso acusatorio 
y la concretización del principio nulla poena nulla culpa sine indicio. 
Que al respecto HOBBES (2003) afirma que la prisión es un “acto 
hostil” dirigida a violentar al ciudadano, no obstante, HOBBE (2003) 
en su página 252 justifico la existencia de la prisión provisional por ser 
menester la “custodia segura de un acusado” coincidiendo 
BECCARIA (2015) aduciendo “siendo una especie de pena, la 
privación de la libertad no puede preceder a la sentencia, sino en 
cuanto a la necesidad obliga” (pág. 19), por ende, se ha señalado que: 
En definitiva, la corriente liberal clásica, tal como refiere FERRAJOLI 
(2001) en su página 553, aun existiendo diversas necesidades y 
teniendo exclusividad una de la otra (sólo el peligro de fuga o el riesgo 
de obstaculización de los medios probatorios, o ambos peligros a la 
vez; o simplemente la gravedad de la pena del delito en controversia 
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y la necesidad de prevenir el éxito procesal del derecho penal) la 
prisión provisional termino siendo justificada.  
En referencia a la figura jurídica procesal de prisión preventiva, como 
medida coercitiva personal y su colisión con el derecho de presunción 
de inocencia, estas no pueden ser tratas independientemente dentro 
de un proceso penal común, por tal motivo PASTOR (2007) refiere en 
la página 157 que si bien al concluir un proceso penal, cabe la 
posibilidad que la persona termine con la privación de la libertad, pero 
no esta puede ser utilizada como cautela, no obstante existen 
corrientes doctrinarias que postulan dicha privación de libertad en 
casos excepcionales e incluso proponen su derogación total; 
corrientes que no han surgido en su totalidad en el vaivenes de la 
criminalidad. Y es que: 
Si se optará por la abolición de la prisión preventiva, frente a la 
rebeldía extrema del imputado y/o acusado, no se aseguraría en su 
totalidad la realización del proceso y la posibilidad de ejecutar la pena; 
por ello el doctrinario PASTOR (2007, pág. 157) aduce que la 
aplicación de la prisión preventiva sería más idónea en caso 
particularmente graves y de gran complejidad, donde la exigencia 
imputada y/o acusatoria el imputado o acusado no pueda encontrarse 
ante el interrogatorio en condiciones de violentar la etapa de actuación 
probatoria. En el caso grave y complejo referido la excepcionalidad de 
la prisión preventiva puede verse satisfecha, mientras que sería 
arbitraria si se da una prisión cautelar por el simple traslado coactivo 
del imputado y/o acusado ante el Juez, siendo este un problema 
latente en distintos ordenamientos jurídicos, que viene desde hace 
muchos años, por ello un doctrinario procesalista clásico como 
CARNELUTTI (1971) abordó el cuestionado tema en su tesis 
denominada “tesis de la implicancia” consistiendo en lo siguiente: Que 
existe el intervención del proceso en el castigo y un castigo dentro del 
proceso, por lo que quiere decir que tanto como el proceso y el castigo 
son las dos cara de una moneda; por lo que concluye aduciendo que 
15 
 
no se puede castigar sin proceso debido, ni debe existir un proceso 
debido sin castigar.  
Y relacionando a la prisión provisional con la teoría del doctrinario 
italiano mencionado en el párrafo precedente: La Ley y principio del 
derecho consideran al procesado inocente, al menos que una 
sentencia definitiva lo declare culpable, sin embargo, el proceso que 
es considerado inocente, en los casos que se declara fundado el 
requerimiento de prisión preventiva, es enviado al establecimiento 
penal de su jurisdicción. Por lo que, aducir que la exclusión del castigo 
en el proceso no es posible, aduciendo también el italiano 
CARNELUTTI (1971) “el sufrimiento del inocente es, 
desagraciadamente, el costo insuprimible del proceso penal”. En 
definitiva, a criterio del referido autor, la desaparición de la prisión 
preventiva, llevo accesoriamente la desaparición del aspecto punitivo 
y del proceso penal en su totalidad, referido criterio no es aceptado o 
tomado en la presente investigación, pues es totalmente inverosímil, 
ya que existen corrientes doctrinales que reconocer a la prisión 
preventiva o provisional como una medida cautelar necesaria para 
garantizar el éxito del proceso penal, teniendo limites jurídicos 
trazados, como ser tomada como excepción al principio de presunción 
de inocencia, tal como se estipula en el apartado 8, in fine de la 
Declaración de Derechos de Virginia: “Que nadie se privado de su 
libertad salvo por mandato de la ley del país o por juicio de sus iguales” 
por ello, dichos juicios debes basarse en los principios generales del 
derecho, no obviando la garantías procesales que el estado prevé. 
 
La prisión preventiva tiene por finalidad garantizar la realización del 
proceso penal y la efectividad de sus consecuencia jurídico penales, 
como refiere SANCHEZ VALARDE (2006) en la página 201 la prisión 
preventiva busca asegurar la presencia física del imputado en 
audiencia y la ejecución de una futura sentencia, tanto penal como 
resarcitoria, por ello, los únicos propósitos que pueden fundamentar 
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una prisión preventiva son de carácter procesal, más no material, 
siendo los casos la obstrucción de la investigación por ejemplo. 
GACIGALUPO ZAPATER (2007) en sus páginas 62 – 63 afirma que 
toda resolución o regulación normativa que declare fundada una 
prisión preventiva ha sido recogida de diversos instrumentos 
internaciones, por lo que la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, al analizar la Convención Americana de Derechos 
Humanos, entre otros, se deriva que los estados están obligados a no 
restringir la libertad de los imputados más allá de los limites 
excepcionales y necesarios para asegurar el éxito del proceso penal 
y sus consecuencias. 
 
En el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 9.3, 
también se reconoce la finalidad cautelar de la prisión preventiva al 
establecer que “(…) su libertad podrá estar subordinada a garantías 
que aseguren la comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en 
cualquier otro momento de las diligencias procesales y, en su caso, 
para la ejecución del fallo”. Sin embargo, la finalidad cautelar de la 
prisión preventiva no siempre ha sido reconocida a lo largo de la 
historia del proceso penal como la única. E incluso la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, en el Informe N° 2/97, párrafo 
32, postuló que la prisión preventiva excepcionalmente puede tener 
como finalidad evitar la reiteración delictiva, al precisar que: Los 
administradores de justicia deberán evaluar la reincidencia o la 
posibilidad de que el imputado cometa nuevamente delitos, teniendo 
en cuenta la gravedad del delito encausado; empero, para 
fundamentar o motivar la prisión preventiva, la posibilidad de 
reincidencia debe ser latente y real, teniendo en cuenta los 
antecedentes del imputado, por lo tanto, es necesario que se analice 
si el procesado ha sido sentenciado por actos ilícitos similares, 
referidos tanto a la naturaleza del crimen como su gravedad. 
Posteriormente la mencionada Comisión modificó la referida posición 
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en el Informe N° 35-2007, caso N° 15.553, de Jorge, José, Dante 
Peirano Basso contra la República Oriental del Uruguay, en cuyo 
párrafo 84, señaló que: El limitar derechos fundamentales, como el de  
la libertad, debe tener una interpretación englobando la norma 
fundamental y procesal penal, teniendo que favorecer a la nuestra 
Carta Magna a tenor del principio pro homine; por ello, este autor 
Uruguayo aduce que no se puede fundamentar una prisión preventiva 
con fines procesales preventivos, pues aducir que este sería 
reincidente, estaría apoyándose en criterios de derecho material, no 
procesal, propios de la respuesta punitiva. En la doctrina procesal 
también se ha indicado que conferir una finalidad distinta a la prisión 
preventiva deslegitima su naturaleza. Esto es: Cuando es impuesta 
con fines retributivos o preventivos (especiales o generales) propios 
del derecho material; al considerar para su imposición criterios tales 
como la peligrosidad del imputado, la repercusión social del hecho o 
la necesidad de impedir que el imputado cometa nuevamente delitos 
o merced a la alarma social (ORE GUARDIA, 2006, pág. 138). No 
obstante, lo antes precisado, en relación a la finalidad de la prisión 
preventiva, en el artículo 253 inciso 3 del Código Procesal Penal, da 
a entender que un derecho fundamental solo será limitado cuando 
fuera necesario e indispensable, con medidas fundamentales y por un 
plazo estrictamente necesario, con fines preventivos, como el riesgo 
de fuga u obstrucción a la justicia, como el ocultamiento de bienes, o 
la reincidencia de cometer un nuevo ilícito penal por parte del 
imputado. Y es que, en mi opinión, la propia Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, tampoco descarta, en forma tajante, que se tome 
en cuenta como a la evitación de la reiteración delictiva, un elemento 
de juicio para establecer el peligro procesal, conjuntamente con otros 
hechos, ya que en la sentencia del caso López Álvarez vs Honduras 
de fecha 1 de febrero del 2006, párrafo 69, dando a entender que del 
artículo 7.3de la Convención se desprende que el estado está 
obligado a no limitar el derecho a la libertad de la persona 
sobrepasando los límites que solo asegurarán el desarrollo eficaz de 
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la investigación por parte del órgano acusador, como también no se 
eluda el proceso penal o la acción de la justicia; como también refiere 
que la personalidad del investigado y la gravedad del delito cometido 
no son suficiente justificación para declarar fundada una prisión 
preventiva, postura que fue plasmada en el caso Bayarri vs Argentina 
de fecha 30 de octubre del 2008, del cual se desprende que las 
características del recurrente y el ilícito cometido no son elementos 
suficientes para fundamentar un pedido de prisión preventiva. 
La Declaración Universal de Derechos Humanos, ha recogido para 
nuestro sistema jurídico el principio de presunción de inocencia, cuyo 
contenido lo establece en su artículo 11.1 prescribiendo que toda 
persona inmersa en un proceso a causa de la comisión de un delito 
tiene como derecho fundamental que se presuma su inocencia 
mientras no se compruebe lo contrario mediante un juicio basado en 
el principio de publicidad y al debido proceso; tal como lo establece 
también la Convención Americana de Derechos Humanos en su 
artículo 8.2, que precisa “toda persona inculpada de un delito tiene 
derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca 
legalmente su culpabilidad”. 
Por la parte jurisprudencial, nuestra Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, en el controversial caso Cantoral Benavides vs 
Perú ha resuelto mediante sentencia de fecha 18 de agosto del 2000, 
exactamente en su párrafo 119 ha señalado que el controversial 
principio de presunción de inocencia implica que el imputado y/o 
acusado sea tratado como inocente hasta que no se demuestre lo 
contrario o existan graves y fundados medios probatorios de su plena 
responsabilidad. Como también en el caso Tivi vs. Ecuador que deja 
como precedente el entendimiento reflejado en su sentencia, párrafo 
180, sosteniendo que la presunción de inocencia es la base misma 
para que no se vulneren las garantías procesales; por ello, se puede 
afirmar que el principio de presunción de inocencia limita a las 
medidas cautelares dentro del proceso penal y especialmente a la 
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denominada prisión preventiva; dicho análisis es tomado por el autor 
JAEN VALLEJO (2002) en su página 109; ante ello VILLEGAS PAIVA 
(2013; pág. 99) afirma que, si bien es cierto la presunción de inocencia 
limita a las medidas cautelares como la prisión preventiva, mas no son 
figuras incompatibles ya que no impide su formulación, pero si como 
se ha dicho restringe su aplicación de manera que no se vulnere 
ningún derecho fundamental ni procesal del imputado y/o acusado.  
 
Así también tenemos a nuestro Tribunal Constitucional, con la emisión 
de la Sentencia Nº3771-2004-HC/TC, en su fundamento sexto que 
señala por imperio al principio de presunción de inocencia, la privación 
de libertad o encarcelamiento cautelar no se declarará fundado sino 
cuando sea estrictamente excepcional y necesario para asegurar que 
el proceso y persecución penal se puedan garantizar sin trabas ni 
obstrucción alguna hasta su culminación. Ahora bien, en busca de 
establecer la eficiencia del precitado principio de presunción de 
inocencia referido al límite al uso de medidas cautelares en el proceso 
penal, pasaremos a estudiar sus extremos jurídicos, como la extra e 
intraprocesal.   
En esta dimensión, la presunción de inocencia es violentada cuando 
el imputado o acusado es “condenada” de manera informal mediante 
su presentación pública como autor de un ilícito penal sin que exista 
sentencia judicial condenatoria, refiriendo REYNA ALFARO (2011) 
que le Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en la sentencia del 
controvertido caso Krause vs Switzerland de fecha 13.10.1978: No 
existe vulneración al principio de presunción de inocencia cuando las 
autoridades hace público sobre la realización de indagaciones de 
carácter penal y al hacerlo nombran al supuesto sujeto activo, siempre 
que no declaren que este es culpable sin una sentencia firme. De la 
misma forma la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la 
sentencia del controversial caso Cantoral Benavides vs Perú de fecha 
18.08.200, párrafo 119, afirmo que se produjo violación a la 
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presunción de inocencia del demandante Luis Cantoral, a quien 
exhibieron ante los medios de comunicación como autor de hechos 
criminales sin sentencia condenatoria o haber llevado un proceso con 
las garantías procesales que se establecen; por ello se puede deducir 
que en este ámbito no existe nexo o relación en cuanto al referido 
principio con las medidas cautelares en el desarrollo del proceso. 
En el referido ámbito, este está dividido en cuatro campos para 
cumplir con su finalidad; que son los siguientes: i) como modelo 
informador del proceso penal, ii) como regla de tratamiento del 
imputado durante el proceso penal, iii) como regla de prueba, y iv) 
como regla de juicio: 
Desde la óptica de MONTAÑES PARDO (1999) en su página 38, la 
presunción de inocencia esta conceptualizada como un fundamento 
de nuestro ordenamiento jurídico, que constituye un modelo procesal 
liberal, fijándose garantías para el imputado frente a la actuación 
punitiva de la administración de justicia estatal, de ello se desprende 
que el referido principio tiene como fin limitar la actuación de la 
administración de justicia estatal. 
Esta arista del principio de presunción de inocencia, se relaciona 
directamente con la prisión provisional, en virtud a la cual, en el 
desarrollo del proceso penal, la libertad del 100 imputado puede 
excepcionalmente ser restringida, cuando concurran los requisitos, 
presupuestos y principios aplicables, por lo que, constituye su límite. 
Por tal razón, se ha dicho que como regla de tratamiento del imputado, 
el principio de presunción de inocencia proscribe cualquier forma de 
anticipación de la pena, y obliga a plantearse la cuestión de la 
legitimidad de la prisión provisional (ANDRÉS IBÁÑEZ, 2007, pág. 
116). En el mismo sentido, BINDER (1999) afirma que “En definitiva, 
el imputado llega al proceso libre de culpa y solo por la sentencia 
podrá ser declarado culpable: entre ambos extremos – transcurso que 
constituye, justamente, el proceso – deberá ser tratado como un 
ciudadano libre sometido a ese proceso porque existen sospechas 
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respecto de él, pero en ningún momento podrá anticiparse su 
culpabilidad. Una afirmación de este tipo nos lleva al problema de la 
prisión preventiva que comúnmente es utilizada como pena. 
 
Este acápite de la presunción de inocencia, implica que se haya 
realizado una suficiente actividad probatoria de cargo, que se 
practique con las garantías procesales de un debido proceso, a tal 
magnitud que a no tener medios probatorios de cargo se obligue al 
órgano jurisdiccional a absolver al imputado. Por ello, y para mejor 
entender, corresponde dividir a dicho principio en dos facetas: a) 
graves y fundados elementos de convicción en base a actuación de 
pruebas, y b) dichas pruebas deben ser admitidas y actuadas 
basándose en la garantía de un debido proceso. 
 
Con todo lo anteriormente mencionado, se presenta la siguiente 
formulación del problema: ¿Cómo se afecta el principio de presunción 
de inocencia en la prisión preventiva? La justificación se define en los 
siguientes extremos: Teóricamente, se plantea en base a los dos ejes 
conceptuales que hay en la presente, nos referimos a la presunción 
de inocencia y a la prisión preventiva, en donde se abordan los 
principales tópicos teóricos y que se verán complementados con los 
instrumentos aplicados a expertos en Derecho; Metodológicamente 
se hará uso del instrumento de la guía de entrevista, la cual ha sido 
aplicada a expertos con el fin de garantizar el desarrollo de la 
investigación y así poder coadyuvar a la obtención de resultados a 
expertos en Derecho, de las especialidades de Derecho de Familia y 
de Derecho Constitucional; y desde el punto de vista práctico, se tiene 
a partir del arribo de conclusiones que abordan una respuesta a la 
formulación problemática planteada, dando un complemento a las 




Para lo cual, nos hemos planteado los siguientes objetivos 
específicos, siendo el objetivo general: determinar la afectación del 
principio de presunción de inocencia en la prisión preventiva; y como 
objetivos específicos: explicar la importancia del principio de 
presunción de inocencia como garantía del proceso penal; identificar 
la naturaleza jurídica de la prisión preventiva como medida idónea 
ante la peligrosidad procesal e identificar los fundamentos que 
distinguen la prisión preventiva y su afectación al principio de 





















3.1. Tipo y Diseño de Investigación 
El presente trabajo de investigación es de tipo y diseño cualitativo 
- descriptiva, siendo su naturaleza los acontecimientos observados 
mediante información adquirida de argumentos relacionados al 
derecho procesal penal. Sin embargo, el presente método 
cualitativo estudia la contraposición de autores y el resultado que 
deja esta interpretación desde la óptica cultural, ideológica y social; 
mientras que en el aspecto descriptivo, se tiene como finalidad 
lograr el conocimiento mediante la descripción del comportamiento 
de los sujetos procesales dentro del derecho penal, donde quien 
investiga recoge los datos de doctrina y jurisprudencia para lograr 
los resultados idóneos y significativos que contribuyan al 
conocimiento.  
 
El diseño de investigación es de Teoría Fundamentada, debido a 
que la presente investigación plantea una perspectiva del problema 
planteado; en donde el escenario de estudio se desarrollará a nivel 
nacional y los participantes son Abogados con especialidad en 
Derecho Constitucional y Abogados con especialidad en Derecho 
Penal donde su experiencia versará sobre aspectos referidos la 
fundamentación de la prisión preventiva y la presunción de 
inocencia 
 
3.2. Escenario de estudio 
 









Son expertos en Derecho Penal y Derecho Procesal Penal, los 
cuales inciden respecto a los efectos de ahondar en la presunción 
de inocencia y la prisión preventiva. 
3.4. Técnicas e Instrumentos 
 
Se aplicará la guía de entrevista y guía de análisis de documentos 
3.5. Procedimiento 
 
El procedimiento para la creación de la cuestión principal se ha 
tomado en consideración el contexto jurídico en el que actualmente 
se desarrolla la prisión preventiva y como este tiene un impacto 
cuestionado ante la presunción de inocencia. 
 
3.6. Aspectos éticos 
 
Los aspectos éticos en la presente investigación se respetaron las 
opiniones de las personas entrevistadas y ellas intervinieron en 













La presente investigación persigue el objetivo de determinar la afectación 
del principio de presunción de inocencia en la prisión preventiva, para ello 
se fijaron ciertos objetivos específicos para que nos permitan encaminarnos 
hacia el fin último ya mencionado; mismos que fueron contrastados con la 
aplicación del instrumento de la entrevista a expertos y pobladores y la guía 
de documentos sobre diversas resoluciones, arribándose a los resultados 
que paso a describir a continuación. 
 
✓ Explicar la importancia del principio de presunción de inocencia como 


















Dotar de dirección 




Poner las bases 
sobre las cuales 
se desarrollan las 
instituciones 
jurídicas. 
COMENTARIO: Los expertos mencionan que el rol de los principios son el de dar 























Es importante en la 
medida de que 
garantiza un juicio 
justo y 
transparente. 
Es una garantía de 
todo ciudadano. 
Es una mediad 
razonable que 
garantiza el 
respeto a los 
derechos en un 
proceso judicial. 
COMENTARIO: La presunción de inocencia según los expertos radica en la 























ha visto que no. 
En algunos casos 
se ha podido 
evidenciar que no. 
Se trata de 






COMENTARIO: Los expertos señalan que en cierto sector no se respeta la 
























puesto que no 
existe ningún 
mínimo respeto por 
la transparencia del 
proceso. 
La injustica, ya que 
no se podría 
evidenciar un juicio 
limpio y 
transparente. 
Un clima de 
inseguridad 
jurídica, porque 
ningún valor se 
vería respetado. 
COMENTARIO: Los expertos consideran que la principal afectación es el no 
respeto a las garantías mínimas para garantizar un juicio justo. 
 
✓ Explicar la Naturaleza jurídica de la prisión preventiva como medida 












cuenta que la 
prisión 
preventiva es 
la excepción y 
no la regla 
¿cuál es la 
naturaleza 
jurídica de la 
aplicación de 
Debería ser la 
comparecencia 




Lo ideal es que sea 
la prisión preventiva 
la excepción. 
Las medias de 
coerción personal, 
en este caso la 
prisión preventiva 
es la excepción, 
pero en algunos 
casos se 
evidencia que esta 
es la regla, 








COMENTARIO: Según la opinión de los expertos, se sabe que hoy en día la 
prisión preventiva se ha vuelto la regla, cuando debería ser al contrario; se cree 













 ¿La aplicación 






No, ya que tienen 
fines distintos. 
No, puesto que una 
tiene un objetivo 
(peligro) y el otro 
una garantía 
constitucional. 
No, cada uno tiene 
una esencia 
diferente. 
COMENTARIO: Los expertos se pronuncian diciendo que no, no colisiona con 

























para la prisión 
preventiva? 
 




Tiene la finalidad de 
garantizar la 
calidad de proceso. 
Tiene el fin de 
establecer un 
juicio justo, bajo el 
respeto de 
medidas mínimas 
que garanticen un 
juicio justo. 
COMENTARIO: Según los expertos es porque la esencia de la prisión preventiva 
es ser una medida de coerción personal. 
 
- Identificar los fundamentos que distinguen la prisión preventiva y su 

















No, cada una busca 
sentidos diferentes. 




No, ya que una 
busca un clima 
procesal válido y 
la otra no. 






















Ayuda un proceso 
judicial válido. 
Coadyuva una 
medida justa y 
razonable de 
alcanzar justicia. 
COMENTARIO: Según los expertos es garantizar un juicio justo y proporcional a 






















transparencia en el 
proceso. 
Ayudar a 
garantizar un juicio 
justo y razonable. 
COMENTARIO: Según los expertos la naturaleza de la presunción de inocencia 
es cautelar el derecho de inculpado a fin de que no se le considere culpable hasta 









- Explicar la importancia del principio de presunción de inocencia 
como garantía del proceso penal. 
 
En nuestro sistema jurídico, el principio de presunción de inocencia, 
ha sido recogido, entre otros, en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, cuyo artículo 11.1 prescribe que: Toda persona acusada 
de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no 
se prueba su culpabilidad conforme a ley y en juicio público en el que 
se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su 
defensa. En igual sentido, en el artículo 8.2 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, se precisa que “Toda persona 
inculpada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 
mientras no se establezca legalmente su culpabilidad”. 
Por su parte, a nivel jurisprudencial, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, en la sentencia del caso Cantoral Benavides vs Perú, de fecha 
18 de agosto del 2000, párrafo 119, ha señalado que: El principio de 
presunción de inocencia implica que una persona no sea condenada o 
tratada como tal, mientras no exista prueba plena de su responsabilidad. 
Asimismo, supone que, en caso de que la prueba existente sea 
incompleta o insuficiente, la persona procesada sea absuelta. Y en la 
sentencia del caso Tibi vs Ecuador de fecha 1 de septiembre del 2004, 
párrafo 180, ha sostenido que la presunción de inocencia constituye el 
fundamento mismo de las garantías judiciales. Así las cosas, se puede 
afirmar que: El principio de presunción de inocencia constituye un límite 
al dictado de medidas cautelares personales en el desarrollo del proceso 
penal, especialmente, a la prisión provisional, en tanto, la persona a 
quien se le imputa haber participado en la ejecución de un hecho punible, 
no sido declarada responsable penalmente, y por esa, razón es 
considerado como un derecho fundamental (JAEN VALLEJO, 2002, pág. 
109). No obstante ello, la presunción de inocencia no es incompatible 
con el uso de medidas cautelares, por lo que como afirma VILLEGAS 
32 
 
PAIVA (2013): No impide la adopción de la prisión preventiva o cualquier 
otra medida de esta misma naturaleza; pero sí restringe su campo de 
aplicación, de manera que cualquiera de ellas no excedan de lo 
estrictamente necesario para la finalidad de aseguramiento del proceso 
penal, que las justifican 
 
 
- Explicar la Naturaleza jurídica de la prisión preventiva como medida 
idónea ante la peligrosidad procesal. 
 
En referencia a la figura jurídica procesal de prisión preventiva, como 
medida coercitiva personal y su colisión con el derecho de presunción 
de inocencia, estas no pueden ser tratadas independientemente 
dentro de un proceso penal común, por tal motivo PASTOR (2007) 
refiere en la página 157 que si bien al concluir un proceso penal, cabe 
la posibilidad que la persona termine con la privación de la libertad, 
pero no esta puede ser utilizada como cautela, no obstante existen 
corrientes doctrinarias que postulan dicha privación de libertad en 
casos excepcionales e incluso proponen su derogación total; 
corrientes que no han surgido en su totalidad en el vaivenes de la 
criminalidad. Y es que si uno postula la abolición de la prisión 
preventiva sin abrogación de la pena privativa de libertad no puede 
evitar caer, por necesidad, en postular alguna forma de detención del 
imputado que, frente a su rebeldía extrema, asegure de todos modos 
la realización del proceso y la eventual ejecución de la pena 
(PASTOR, 2007, pág. 157). A guisa de ejemplo, uno de los defensores 
del garantismo penal como FERRAJOLI (2001) señala que: el 
presente autor aduce que cuando se investiga ilícitos de naturaleza 
complejos y graves, existe posibilidad de que el investigado no pueda 
encontrarse ante el interrogatorio y en condiciones de obstaculizar o 
desviar la actuación probatoria y de emerger falsas defensas; por lo 
que para asegurar dichas debilidades también puede darse 
plausiblemente como el traslado coactivo de imputado ante el juez y 
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su detención sería solo por un tiempo idóneo, por ejemplo por horas 
o días y no necesariamente años, como se suele ver hoy en día. (pág. 
557). De donde se infiere que dicho filósofo admite la privación de la 
libertad para delitos graves, pero por un tiempo estrictamente 
necesario. Esta problemática, no es reciente, y por el contrario fue uno 
de los procesalistas clásicos como CARNELUTTI (1971) quien lo 
abordó y explicó en forma clara mediante la denominada tesis de la 
implicancia. Esto es que: Que existe la intervención del proceso en el 
castigo y un castigo dentro del proceso, por lo que quiere decir que 
tanto como el proceso y el castigo son las dos cara de una moneda; 
por lo que concluye aduciendo que no se puede castigar sin proceso 
























1. El principio de presunción de inocencia es importante como garantía del 
proceso penal, puesto que garantiza la validez de un proceso justo y 
transparente respetando los derechos de las partes procesales. 
2. La naturaleza jurídica de la prisión preventiva es una medida idónea ante 
la peligrosidad procesal, ya que busca garantizar el desarrollo procesal 
válido, asegurando un resultado óptimo a fin de garantizar el proceso 
adecuado. 
3. Los fundamentos que distinguen la prisión preventiva y su afectación al 
principio de presunción de inocencia, son diferentes, es que el primero 
de ellos busca la garantía del proceso mientras que el segundo la 
defensa de los derechos fundamentales. 
4. Por lo tanto, no se afecta el principio de presunción de inocencia en la 
prisión preventiva debido a que cada uno posee una naturaleza jurídica 














VII. RECOMENDACIONES  
 
- Fomentar el ejercicio de investigación relacionados al principio de 
presunción de inocencia y de prisión preventiva, para determinar de 
manera categórica la comprensión de estas figuras jurídicas y así 
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DE INOCENCIA  
Garantía 
constitucional 
que tiene todo 
individuo de 
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